Carátula 


(Ingresan a Sala los representantes de la Cátedra de Derecho Laboral, doctores Óscar 
Hermida Uriarte y Jorge Rossembaum,Profesores Grado 5 de la Universidad de la República) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un placer recibirlos y, además, una necesidad de esta Comisión escuchar 
la opinión de la Cátedra sobre el proyecto de ley de Negociación Colectiva del Sector Público que 
estamos estudiando -como les informáramos, fue planteado por varios señores Senadores- así como 
conocer algunas sugerencias que nos puedan hacer sobre el mismo. Seguramente, la semana que 
viene continuaremos con algunas otras entrevistas, por lo que es fundamental para nosotros conocer la 
opinión de ustedes sobre el tema. A esos efectos, hemos invitado a los doctores Óscar Hermida Uriarte 
y Jorge Rossembaum, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR HERMIDA URIARTE.- El Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la 
Facultad de Derecho, se siente honrado y distinguido por esta convocatoria, que mucho agradecemos. 


Permítaseme comenzar diciendo que la Cátedra ve con buenos ojos este proyecto de ley. 
Nos parece sólido desde el punto de vista técnico, bien redactado en términos generales, más allá de 
algún detalle en el que luego ingresaremos, porque siempre es posible mejorar algo o discrepar en 
algún punto. Es más se percibe allí la pluma de algunos técnicos particularmente distinguidos, cuyo 
esfuerzo queremos reconocer, en particular el del doctor Octavio Racciatti, que es Profesor de 
posgrado en la Facultad de Derecho, tanto del Curso de Relaciones Laborales en el Sector Público 
como en el de Derecho Internacional del Trabajo. También intervino otra docente del Instituto, la 
doctora Ana Santesteban en representación de la OPP. Además, hemos recibido muy buenas 
referencias en cuanto a la colaboración de otro técnico de la Oficina Nacional de Servicio Civil, que no 
es de la Facultad y que nos consta que ha trabajado muy bien: me refiero al Doctor Lust Hitta. 


En términos generales, el proyecto de ley es francamente bueno. Felicitamos a estos 
expertos y no tendríamos inconveniente en suscribirlo tal como está. Sin embargo, superada la etapa - 
desde hace tiempo- de negación del derecho de negociación colectiva de los funcionarios públicos, 
posición que se volvió insostenible cuando se reconoció masivamente que el derecho a la negociación 
colectiva era uno de los derechos humanos fundamentales y que, por lo tanto, no se podía negar a un 
sector importante de trabajadores, se pasó a discutir qué modalidades podría asumir la negociación 
colectiva en el sector público. Ya no se discutía si cabría o no la negociación colectiva con el Estado, 
sino qué modalidades podría tener, qué particularidades y qué diferencias podría asumir. En este 
segundo nuevo escenario hubo una importante evolución ampliatoria del contenido de la negociación 
colectiva, se fue reduciendo el número de los objetos exceptuados del derecho a negociar, se fue 
ampliando el número de materias negociables y se avanzó en dotar de eficacia, lo más plena posible, 
el acuerdo colectivo a que se llegara, etcétera. En casi todas estas cuestiones el proyecto de ley 
recoge las doctrinas más modernas e inclusive se alinea con las legislaciones internacionales más 
avanzadas que, en nuestra modesta opinión, son la argentina y la española, con las cuales el proyecto 
compite muy decorosamente. 


También hay que destacar el acierto de la exposición de motivos del proyecto de ley, que 
describe brevemente, pero con mucha precisión, la evolución de la situación nacional, el papel 
fundamental de las normas internacionales del trabajo ante una ausencia de normas legislativas 
amplias y coherentes, y recoge los antecedentes que derivan de las observaciones -que de alguna 
manera son válidas- que los órganos del control de la OIT hicieron al país. 


A título absolutamente personal haría una crítica mínima a los artículos 5% y 6%. Con respecto 
al artículo 5%, se reconoce la obligación de negociar, es decir, de sentarse a conversar toda vez que 
una contraparte representativa convoque e invite a hacerlo y, por otro lado, en el artículo 6% se 
reconoce la obligación de negociar de buena fe, es decir que después que una persona está sentada 
negociando se hace representar por mandatarios con poder, estudia las propuestas, formula 
contrapropuestas razonables, brinda información, etcétera. Esto responde a una doctrina sobre la 
materia, que distingue la obligación de negociar, de sentarse a conversar de buena fe; esto es, actuar 
de buena fe después que uno está sentado. A mi entender esto es una sola cosa, ya que la obligación 
de negociar involucra todo. La obligación de decir: “Si usted es una contraparte representativa, está 
bien, me siento a escuchar qué me quiere decir” y a partir de ahí actuar con racionalidad y buena fe en 


esa conversación que es, reitero, hacerme representar por representantes con mandato, estudiar sus 
propuestas, si hay una negativa fundamentarla, esforzarme por realizar contrapropuestas y brindar 
toda la información necesaria para negociar. 


En fin; aclaro que esta es una posición personal y que hay doctrina destacada que sostiene lo 
que recoge el proyecto en este artículo, separando estos dos aspectos. 


Otra disposición que me parece correcta, pero que podría ser discutible es el artículo 10, que 
asigna al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social un papel, no de dueño de la negociación, sino de 
promotor, de coordinador de la negociación en el sector público, y le asigna las funciones -que ya tiene- 
de consideración y medición. Si bien se podría sostener por parte de algunos actores, que exista un 
papel más activo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, me parece que constitucionalmente eso 
no es posible, porque aquí van a estar en juego, no sólo las negociaciones del Poder Ejecutivo, sino 
también las de Entes con alta autonomía. En primer lugar, estarán los Poderes, como el propio Poder 
Legislativo y el Poder Judicial, pero también autonomías como las de algunos Entes frente a los cuales 
el Poder Ejecutivo no tiene facultades suficientes para indicarles, sino para hacer llegar 
recomendaciones, sugerencias, promover, articular, etcétera, que es lo que correctamente le asigna el 
artículo 10 del proyecto. 


Otro punto que me parece positivo es que este proyecto deriva de un consenso previo entre 
el Poder Ejecutivo y el PIT-CNT. Está claro que ese consenso previo no condiciona jurídicamente al 
Poder Legislativo. Por más que esto venga consensuado por el Poder Ejecutivo y el PIT-CNT, el Poder 
Legislativo puede hacer lo que quiera con el proyecto, obviamente, desde el punto de vista jurídico. 
Pero desde el punto de vista de las relaciones laborales, el hecho de que esta formulación cuente con 
el acuerdo de los representantes de las dos partes que van a tener que negociar, no es un aspecto 
prescindible, sino más bien positivo. Se trata de un hecho de interés que, reitero, de ninguna manera 
condiciona al Parlamento, y políticamente es un hecho rescatable. 


Finalmente, todo lo que dice el proyecto, en rigor, ya podía hacerse. Digo más: ya debía 
hacerse, porque venía impuesto por disposiciones superiores y vigentes, que son las normas 
internacionales del trabajo y normas derivadas de pactos y declaraciones de Derechos Humanos, 
citadas en la exposición de motivos del proyecto. De hecho, en algunas áreas del sector público ya se 
hizo. De todos modos, por dos razones a nosotros nos parece positivo que esto se recoja en un 
proyecto de ley estructurado y orgánico como el que está propuesto. En primer lugar, porque existe en 
nuestro país el prejuicio por parte de muchos operadores, inclusive del Derecho, de que sólo la ley 
nacional es eficaz. Y que las normas contenidas en la Constitución, en los convenios internacionales 
del trabajo y en los grandes pactos y declaraciones de Derechos Humanos, son programas de una 
eficacia dudosa, cuando en realidad es exactamente al revés. Esas normas internacionales, 
constitucionales, de pactos y declaraciones, son de la máxima jerarquía y están supraordenadas al 
Legislador nacional, y éste no puede ni debe apartarse de esos mandatos superiores. Pero el prejuicio 
existe en el mundo político y en el de las relaciones laborales, por lo cual, por una razón práctica, no 
nos parece mal que la ley recoja estos aspectos y los introduzca en una ley nacional emanada del 
Parlamento. 


En segundo término, la ley puede entrar, como ocurre en este proyecto, en detalles en los 
que aquellas normas superiores no lo hacen. Por estas dos razones nos parece que, si bien no sería 
indispensable, es positivo que la ley recoja esos principios, los adecue a las particularidades 
nacionales y obtengamos un cuerpo de estas características. 


Les agradezco su atención. 


SEÑOR ROSSEMBAUM.- En mi condición de Director del Instituto de Derecho del Trabajo de la 
Facultad de Derecho -por lo menos hasta el día de mañana, cuando sea sustituido, precisamente, por 
nuestro colega- y también teniendo a cargo el dictado de los cursos de postgrado en materia de 
Derecho Colectivo del Trabajo, quiero señalar que acompañamos en todos sus términos lo que ha 
manifestado el profesor Hermida Uriarte en cuanto al valor del proyecto sometido a consideración de la 
Comisión, el que constituirá un importante paso en caso de convertirse en una norma legal. 
Consideramos que de esta forma nuestro país estaría acompañando un proceso de evolución en el 


Derecho Comparado de ratificar, por la vía legal, instrumentos promotores de la libertad sindical, de la 
autonomía colectiva y también de la negociación de los actores sociales; en este caso, de quienes 
siendo empleados públicos también desarrollan trabajo subordinado y remunerado para el Estado. 


Es cierto -como bien se dijo recién- que la relación laboral de empleo público está sujeta a 
especialidades y particularismos, pero ya no es indiscutida -ni, a nuestro modo de ver, justificada- la 
tajante separación de un régimen estatutario por el solo hecho de que el empleador es el Estado; muy 
por el contrario, el paso del tiempo, así como el creciente desarrollo de una negociación colectiva -que 
en sus inicios se presentó de manera informal y luego se fue legitimando progresivamente- han tenido 
como consecuencia una creciente aproximación de las condiciones de empleo que rigen, tanto a los 
trabajadores de la actividad privada como de la actividad pública. 


En función de lo que acabamos de señalar, suscribimos el texto proyectado y, en ese sentido, 
destacamos el aporte que efectuaron los tres colegas que asesoraron al Poder Ejecutivo en la materia. 


Una vez realizadas estas apreciaciones genéricas, a nuestro criterio sólo resta efectuar dos 
señalamientos. 


El primero de ellos es de orden conceptual, en tanto entendemos -y esta es una posición 
doctrinaria y, como tal, discutible- que habiendo nuestro país ratificado desde hace larga data los 
Convenios 98, 151 y 154 de la OIT, bien podría partirse de un proyecto de ley único sobre negociación 
colectiva para trabajadores privados y públicos. De hecho, el Convenio 154 no distingue -como 
tampoco lo hacía el Convenio 98- entre trabajadores de la actividad privada y funcionarios públicos. 
Quizá sería necesario realizar algunas distinciones que resultarían indispensables para resguardar las 
especificidades a las que recién hacíamos referencia respecto del ámbito estatal. Esto es posible en la 
medida en que se recojan los principios constitucionales de libertad sindical, de autonomía de las 
partes, de negociación libre y voluntaria, de la libre elección del nivel para negociar, de legalidad, de 
buena fe negocial y de información suficiente. Las reglas particulares deberían atender, en términos 
generales, la necesaria cobertura presupuestaria para garantizar acuerdos sustantivos genuinos en el 
ámbito del Estado. 


De todos modos -bueno es decirlo- nada obsta al tratamiento legislativo separado, tal como 
ha venido ocurriendo a lo largo de estos tiempos y, menos aún, cuando en el texto que acabamos de 
considerar y de analizar se prevén las líneas generales que mencionamos. 


Y el segundo punto pretende constituir un aporte mínimo de nuestra parte al mejoramiento 
del proyecto de ley, con la aclaración de que con ello no estimamos que existan errores u omisiones en 
el documento presentado por el Poder Ejecutivo. 


Cuando en el artículo 3” se regulan los sujetos de la contratación, se hace referencia, en el 
caso del Estado, a uno o varios organismos públicos. Quizá aquí sería bueno pensar en la 
conveniencia de complementar dicho texto con el siguiente agregado: “o una o varias organizaciones 
que los representen”. ¿Qué se pretende con esta propuesta? Simplemente prever la posibilidad, 
reconocida por los propios convenios internacionales de la OIT, de que también los organismos 
públicos, en tanto empleadores, constituyan organizaciones propias. Eso podría ocurrir en algún caso 
concreto, y tomamos como ejemplo de la realidad diaria el Congreso Nacional de Intendentes, que 
podría actuar por todos los Gobiernos Departamentales. Otro ejemplo sería la Mesa de Entes Públicos 
que, eventualmente, podría representar a los organismos nucleados en la misma sin necesidad de que 
cada entidad tenga que actuar por separado. También es posible pensar en la actuación extranacional 
de empresas públicas uruguayas o en la actuación asociada con empresas de otros países, las cuales 
podrían integrar y hacerse representar por organizaciones colectivas de las que formen parte nuestras 
empresas. 


El otro aspecto se refiere al texto del artículo 4%, que consagra el principio general o el 
derecho de negociación colectiva para todos los funcionarios públicos, aludiéndose correctamente a 
posibles exclusiones. Las mismas están previstas en el artículo 9%, numeral 1%, del Convenio N* 87 


sobre libertad sindical, que establece: “La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto se 
aplicarán a las Fuerzas Armadas y a la Policía las garantías previstas por el presente Convenio”. 


También se complementa con las previsiones del Convenio N* 151, que en su artículo 1%, en 
los numerales 2 y 3 expone: “2. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto las 
garantías previstas en el presente Convenio se aplican a los empleados de alto nivel que, por sus 
funciones, se considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan cargos directivos o a 
los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial. 3. La legislación nacional 
deberá determinar asimismo hasta qué punto las garantías previstas en el presente Convenio son 
aplicables a las Fuerzas Armadas y a la Policía”, reiterando el Convenio N* 87. 


Si la voluntad del Legislador es la de excluir estas situaciones, que -reitero- son válidamente 
aceptadas por las normas internacionales, por el Comité de Libertad Sindical y también por la Comisión 
de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones, nos parece que no alcanza con 
efectuar una simple remisión a los artículos de los Convenios N* 87 y N* 151, porque precisamente, lo 
que en ello se expresa es que cada legislación nacional debe determinar qué funcionarios públicos 
-Policía, Fuerzas Armadas, funcionarios de alto nivel de confidencialidad, etcétera, etcétera- están 
excluidos y hasta qué punto lo están. Nos parece que ello exigiría un pronunciamiento concreto y 
expreso del Legislador, en un sentido u otro, que debería constar en el texto. 


Esta es la escasísima contribución que queremos hacer. Apuntar a otros aspectos que 
hemos considerado sería buscarle la quinta pata al gato, puesto que el proyecto de ley es muy bueno y 
se trata de un texto claro y virtualmente aprobable en las condiciones en que está redactado. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quisiera agradecer a los profesores Hermida Uriarte y 
Rossembaum su comparecencia. Como se imaginarán, su aporte tiene un alto valor para la Comisión 
por su condición de profesores y catedráticos reconocidos en los ámbitos del Derecho Laboral. 


Ahora quisiera realizar algunas preguntas para ver cómo podemos perfeccionar un poco más 
el proyecto de ley y llenar algunos vacíos que a mi juicio presenta, alguno de los cuales han sido 
mencionados. 


Primero quisiera ver si estamos de acuerdo en que en este caso sería de aplicación el 
artículo 64 de la Constitución de la República, que dice: “La ley, por dos tercios de votos del total de 
componentes de cada Cámara, podrá establecer normas especiales que por su generalidad o 
naturaleza sean aplicables a los funcionarios de todos los Gobiernos Departamentales y de todos los 
Entes Autónomos, o de algunos de ellos, según los casos”, dado que la negociación colectiva abarcaría 
también a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados -según surge del proyecto- así como a 
los Gobiernos Departamentales y a los funcionarios municipales. 


El profesor Rossembaum señaló que no están diferenciadas las distintas clases de 
funcionarios públicos, lo que merecería alguna regulación, en primer lugar, en lo que tiene que ver con 
los funcionarios policiales y militares que, tal como bien decía el profesor, podrán o no participar de la 
negociación colectiva, pero es la ley la que lo tiene que prever y establecer. Me parece que existe otro 
conjunto de funcionarios públicos con respecto a los que habría que tomar una definición, no 
solamente aquellos que ocupan cargos de particular confianza, sino aquellos cargos que tienen 
determinado nivel de decisión y de peso en los organismos, que muchas veces aparecen colocados 
mucho más del otro lado del mostrador que de éste. 


Finalmente, quiero señalar que en los artículos 12, 13 y 14 se habla de tres niveles de 
negociación: el Consejo Superior, el segundo y el tercer nivel, pero en ninguno de ellos está previsto lo 
que sí está al comienzo del proyecto de ley, y es que los Gobiernos Departamentales también forman 
parte de ello. Entonces, me parece que habría que crear un nivel especial en ese sentido, mucho más 
allá de incluirlos en el tercer nivel o en alguno de ellos. Como saben nuestros invitados, los Gobiernos 
Departamentales a veces son un poco recelosos de la presencia del Poder Central, sobre todo si es a 
través del Ministerio de Economía y Finanzas, tal como se establece preceptivamente en el Consejo 
Superior y en el segundo nivel. 


Estas son las preguntas que quería formular a la delegación. 


SEÑOR HERMIDA URIARTE.- Algunos temas los puede responder el doctor Rossembaum, pero yo 
quiero referirme al segundo planteo del señor Senador Gallinal, que es el que tiene que ver con la 
exclusión de determinada categoría de funcionarios públicos. 


Los convenios N* 98 y N 9151 de la OIT, autorizan a que la legislación nacional excluya a las 
Fuerzas Armadas, Policía, personal de Dirección -generalmente se entiende que son los cargos 
políticos- y personal con tareas altamente confidenciales, es decir, que no puede ser cualquier personal 
de confianza, cualquier secretario, sino aquel que ejerce tareas altamente confidenciales. Estos son los 
que la legislación nacional, si quiere, puede excluir, aunque ello no quiere decir que deba hacerlo. De 
hecho, hay casos en los que no se excluye a estas categorías o a algunas de estas ya que, reitero, es 
una potestad del legislativo nacional. 


En caso de que este tema no se aclare, cabría preguntarse cuál sería la situación jurídica. El 
artículo del proyecto de ley que tiene que ver con esto se refiere a la facultad de exceptuar, pero sin 
expresar claramente que los exceptúa. Entonces, uno podría decir que la referencia del artículo 4* del 
proyecto de ley a esas normas de la OIT que autorizan al Estado a excluir, está operando de una 
manera -con los respetos debidos- un poco sibilina, un tanto no clara, la exclusión. También podríamos 
decir que no es así, que la exclusión hay que expresarla claramente y que aquí, en este proyecto de 
ley, no la hay. A favor de este segundo argumento opera un Convenio que está vigente para el Uruguay 
pero que no está citado en el artículo 4%, que es el N* 154 sobre fomento de la negociación colectiva, 
que no excluye a nadie o no autoriza la exclusión a nadie. Con esto, uno podría decir que hay una 
referencia a las exclusiones permitidas por los convenios N* 98 y N* 151, pero la forma de plasmar la 
exclusión no es clara. Por otro lado, tenemos vigente un Convenio que no prevé ninguna exclusión y 
podríamos hacer primar al último y más amplio. Al decir esto no estoy sosteniendo necesariamente 
esta interpretación, sino sólo que es posible sustentarla. 


Esto es lo que podemos decir en cuanto al tema de las exclusiones, que podría merecer una 
precisión un poco mayor, aunque a veces es mejor dejar las cosas así, y eso también hay que decirlo. 
Sobre todo en normas laborales, a veces hay algún grado de imprecisión que no es producto del 
desconocimiento o de la improvisación, sino de la dificultad en llegar a un consenso o acuerdo, y 
entonces más vale dejarlo así, para que la interpretación y la práctica o una norma posterior lo precise. 


Dejo los otros aspectos para que los aborde el doctor Rossembaum, en particular el del nivel 
de negociación, que ha estudiado muy especialmente. 


SEÑOR ROSSEMBAUM.- En primer lugar quisiera hacer una anotación, porque para visualizar este 
fenómeno, quienes estamos de este lado y quienes tienen que legislar, nos tenemos que mover de 
manera concomitante dentro de ese marco conceptual. Generalmente tenemos la visión de que el 
convenio colectivo -que es uno de los productos o el fruto más importante del proceso de negociación 
colectiva- es normativo, destinado a fijar salarios y condiciones de trabajo. Pero la negociación 
colectiva también cumple otras funciones que son trascendentes. Por un lado, una función participativa, 
ya que la propia administración o gestión de esos beneficios o de otros aspectos, vinculados con la 
salud ocupacional, con la seguridad en el trabajo o con complementos de seguridad social, hasta 
incorpora institucionalizadamente a los sindicatos junto con los empleadores, en este caso junto con el 
organismo estatal. 


Ahora bien; existe una tercera función, que es una función componedora. La negociación 
colectiva también se utiliza para componer conflictos. Entonces, ¿por qué parto de la base de que este 
punto de vista, esta aclaración -que no pretende ser didáctica sino simplemente justificativa de lo que 
voy a decir después- es necesaria e imprescindible? No podemos perder de vista que el Estado 
empleador es, al igual que cualquier empleador privado, el que tiene la responsabilidad de la dirección 
de ese conjunto de trabajadores que dependen de él. Poco interesa, a los efectos de la proyección de 
conflictividad que pueda existir a nivel colectivo, que sea la Administración Central, un Ente Autónomo, 
un Servicio Descentralizado, un Gobierno Departamental o algún otro Organismo del Estado. 


Por otra parte, este concepto no está distinguido en el Convenio N* 98, ni en el N* 151, ni en 
el N* 154, El Convenio N* 151, que especificamente refiere a la libertad sindical y a las negociaciones 
del sector público, habla del Estado como un todo, más allá de las consideraciones particulares que en 
cada país tendrán los Gobiernos Departamentales -como en nuestro caso- los Estados Confederados, 
las Provincias, los Municipios o lo que fuere. 


Por eso, creo que por principio y por concepto, el artículo 74 sería efectivamente aplicable y 
quizás su incorporación sería conveniente. Además, no por razones indispensables sino, más que 
nada, por una cuestión de sensibilidad o decoro con los Gobiernos Departamentales, quizás sería 
adecuado hacer alguna mención expresa, como ocurrió, por ejemplo, en el caso del último Acuerdo 
Marco sobre Negociación Colectiva en el sector público, celebrado en España en el año 2007. Allí se 
hizo una mención específica a los Municipios, a las entidades autónomas, etcétera. 


La tercera pregunta que el señor Senador formulaba -a la que creo que en la respuesta del 
doctor Hermida Uriarte no se hacía referencia- relativa a los niveles, se vuelve a vincular, 
precisamente, con este mismo tema. En una primera lectura, parecería que aquí hay un sistema con 
tres escalones, fuera de los cuales no es posible concebir otro nivel. Si uno lee y relee el texto, se da 
cuenta de que esto es meramente indicativo y que no podría soslayarse la posibilidad de una 
negociación colectiva de carácter nacional -un acuerdo marco, un pacto social, etcétera- ni incluso la 
de un sector o de un establecimiento de un ente público o particular, como podría ser -estoy dando 
posibles ejemplos, no existentes- el caso de La Tablada, específicamente para quienes trabajan en ese 
sector. Sin embargo, la distinción que constitucionalmente se hace en nuestro país entre Gobiernos 
Departamentales, por un lado, y el resto del Estado -por decirlo de algún modo- por otro, quizás 
también amerite, más que la creación de un nivel distinto, la posibilidad de prever dentro del sistema 
una estamentación similar o simétrica a la que se configura en el proyecto de ley. Esto se lograría 
simplemente agregando una coma y una mera referencia que haga extensible estas mismas 
propuestas a los Gobiernos Departamentales en su caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los Profesores Doctores Oscar Hermida Uriarte y Jorge 
Rossembaum los aportes realmente importantes que han realizado para el trabajo de esta Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 14 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


